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MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 3697 ORDEN PRE/360/2007, de 20 de febrero, por la 

que se crea una unidad de recaudación ejecu-
tiva de la Seguridad Social en Estepona 
(Málaga).

Los artículos 2.3 del Reglamento general de recauda-
ción de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
1415/2004, de 11 de junio, y 4.2 de la Orden TAS/1562/2005, 
de 25 de mayo, por la que se establecen normas para la 
aplicación y desarrollo del citado Reglamento general, 
atribuyen a las unidades de recaudación ejecutiva de la 
Tesorería General de la Seguridad Social la competencia 
para regularizar el pago por parte de los sujetos responsa-
bles, para asegurar la ejecución forzosa del patrimonio de 
los deudores de la Seguridad Social, así como para reali-
zar cuantas otras funciones recaudatorias en vía ejecutiva 
no estén atribuidas expresamente a otros órganos de 
dicho servicio común de la Seguridad Social, sin perjuicio 
de las demás funciones que su Director General pudiera 
atribuirles.

La implantación de las unidades de recaudación eje-
cutiva en el ámbito de las direcciones provinciales de la 
Tesorería General de la Seguridad Social se ha efectuado 
mediante las Órdenes Ministeriales de 11 de marzo 
de 1987, de 7 de marzo de 1990, de 22 de marzo de 1993 y 
de 29 de marzo de 2000, y su número actual es de 290.

Resulta necesario proceder ahora a la reorganización 
de las unidades de recaudación ejecutiva dependientes 
de la Dirección Provincial de la Tesorería General de la 
Seguridad Social en Málaga, mediante la creación de una 
nueva unidad, con sede en Estepona, cuya puesta en fun-
cionamiento permitirá una más eficaz gestión del cargo 
actualmente asumido por la Unidad de Recaudación Eje-
cutiva con sede en Marbella.

En su virtud, de conformidad con los artículos 34.2 
y 67.2.b) de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de organización y 
funcionamiento de la Administración General del Estado, 
y 25.f) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, 
a propuesta de los Ministros de Trabajo y Asuntos Socia-
les y de Administraciones Públicas, dispongo:

Artículo 1. Creación de una unidad de recaudación eje-
cutiva de la Seguridad Social.

Se establece una nueva unidad de recaudación ejecu-
tiva de la Seguridad Social, dependiente de la Dirección 
Provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social 
de Málaga y con sede en Estepona.

Su ámbito territorial de actuación, con la consiguiente 
modificación de las demarcaciones de las actuales unida-
des de recaudación ejecutiva existentes en la citada direc-
ción provincial, será fijado por el Director General de la 
Tesorería General de la Seguridad Social, de conformidad 
con el artículo 4.2 de la Orden TAS/1562/2005, de 25 de 
mayo, por la que se establecen normas para la aplicación 
y desarrollo del Reglamento general de recaudación de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1415/2004, 
de 11 de junio.

Artículo 2. Estructura orgánica.

La nueva unidad de recaudación ejecutiva de la Segu-
ridad Social tendrá la estructura orgánica que se deter-
mine en la relación de puestos de trabajo de la Tesorería 
General de la Seguridad Social.

Disposición transitoria única. Validez de actuaciones 
hasta la implantación de la nueva unidad de recauda-
ción ejecutiva.

Los actos y trámites realizados por las actuales unida-
des de recaudación ejecutiva dependientes de la Direc-
ción Provincial de la Tesorería General de la Seguridad 
Social de Málaga en los procedimientos administrativos 
de apremio serán válidos y surtirán plenos efectos en 
aquellos de dichos procedimientos que se continúen por 
la unidad de nueva creación, como consecuencia de la 
fijación de su ámbito territorial de actuación y puesta en 
funcionamiento por el Director General de la Tesorería 
General de la Seguridad Social, con independencia de 
que el sujeto responsable del pago tenga o no su domici-
lio en la demarcación de la unidad de recaudación ejecu-
tiva que vaya a seguir el procedimiento.

Disposición final primera. Habilitaciones.

1. Se faculta al Secretario de Estado de la Seguridad 
Social y a la Subsecretaria de Trabajo y Asuntos Sociales 
para resolver, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, cuantas cuestiones de carácter general se susciten 
en la aplicación de esta orden.

2. Se faculta al Director General de la Tesorería 
General de la Seguridad Social para poner en funciona-
miento la unidad de recaudación ejecutiva que por esta 
orden se crea, así como para modificar la ubicación de 
su sede en función de las necesidades de la organización 
recaudatoria.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 20 de febrero de 2007.–La Vicepresidenta Pri-
mera del Gobierno y Ministra de la Presidencia, María 
Teresa Fernández de la Vega Sanz. 

MINISTERIO DE VIVIENDA
 3698 ORDEN VIV/361/2007, de 14 de febrero, por la 

que se establecen las condiciones, los requisi-
tos y el procedimiento aplicables a la conce-
sión de las subvenciones excepcionales en 
materia de vivienda, para reparar los daños 
causados por los incendios forestales en la 
Comunidad Autónoma de Galicia, al amparo 
del Real Decreto-ley 8/2006, de 28 de agosto.

La oleada de incendios acaecidos en la Comunidad 
Autónoma de Galicia durante los días 4 al 14 de agosto 
de 2006, ha tenido graves repercusiones, ya que los fue-
gos se produjeron en zonas muy próximas a núcleos 
urbanos y a las viviendas en el ámbito rural, lo que, en 
ocasiones, hizo necesario su desalojo.

A efectos de paliar los daños ocasionados, se adoptó 
el Real Decreto-ley 8/2006, de 28 de agosto, por el que se 
aprueban medidas urgentes en materia de incendios 
forestales en la Comunidad Autónoma de Galicia.

Su artículo 9 se dedica a las ayudas excepcionales en 
materia de vivienda, tanto para alquiler de viviendas 
como para la reparación, rehabilitación y reconstrucción 
de las mismas y faculta al Ministerio de Vivienda para 
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regular el procedimiento de su concesión, así como para 
establecer determinados requisitos de los solicitantes.

Por su parte, la disposición final segunda del Real 
Decreto-ley 8/2006, de 28 de agosto, faculta a los distintos 
titulares de los Departamentos ministeriales, en el ámbito 
de sus respectivas competencias, para dictar las disposi-
ciones necesarias y establecer los plazos para la ejecución 
de las medidas previstas en el mismo.

En la tramitación se ha dado audiencia a las organiza-
ciones y asociaciones reconocidas por la Ley que agrupan 
o representan a quienes resultan afectados por la disposi-
ción, y ha sido consultada la Comunidad Autónoma de 
Galicia.

Esta Orden se dicta de conformidad con lo dispuesto 
en la disposición final segunda del Real Decreto-ley 
8/2006, de 28 de agosto, por el que se aprueban medidas 
urgentes en materia de incendios forestales en la Comu-
nidad Autónoma de Galicia y en ejercicio de la competen-
cia exclusiva del Estado en materia de bases y coordina-
ción de la planificación general de la actividad económica, 
en lo que se refiere al sector de la vivienda, atribuida por 
el artículo 149.1.13 de la Constitución.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1. Objeto.

1. La presente Orden tiene por objeto establecer las 
condiciones, los requisitos y el procedimiento aplicables 
a la concesión, en régimen de concurrencia competitiva, 
de las subvenciones excepcionales en materia de 
vivienda, para reparar los daños causados por los incen-
dios forestales en la Comunidad Autónoma de Galicia, 
previstas en el artículo 9 del Real Decreto-ley 8/2006, 
de 28 de agosto.

2. La concesión de las subvenciones se realizará 
conforme a los principios de publicidad, transparencia, 
concurrencia, objetividad, igualdad y no discriminación, y 
de acuerdo con el procedimiento establecido en el Real 
Decreto 307/2005, de 19 de marzo, por el que se regulan 
las subvenciones en atención a determinadas necesida-
des derivadas de situaciones de emergencia o de natura-
leza catastrófica y se establece el procedimiento para su 
concesión.

3. Las ayudas, con las cuantías que se especifican, se 
destinarán a:

a) Al alquiler de viviendas:
1) Si como consecuencia del incendio forestal se 

hubiera producido la destrucción total de la vivienda, o, 
debido a su mal estado residual, hubiera sido precisa su 
demolición, sus propietarios podrán acceder a una 
vivienda en régimen de alquiler, durante un período 
máximo de veinticuatro meses, prorrogable, en su caso, 
hasta que sea posible la reconstrucción de la vivienda o la 
disposición de una nueva en caso de ser necesario el des-
alojo para la rehabilitación o reparación de la vivienda 
afectada.

2) Asimismo, los que ocuparan como residencia 
habitual, en régimen de alquiler, viviendas que hubieran 
resultado totalmente destruidas o que hubieran sido 
demolidas, podrán acceder a ayudas por alquiler, consis-
tentes en el abono de la diferencia entre las rentas de 
alquiler de la anterior y de la nueva vivienda, por un 
periodo de tiempo igual al reflejado en el párrafo ante-
rior.

3) Asimismo, se podrá acceder a una vivienda en 
régimen de alquiler, en el supuesto en que la rehabilita-
ción o reparación de la vivienda exija su desalojo, durante 
un período máximo de doce meses, prorrogable, en su 
caso, hasta que sea posible la disposición de la vivienda.

4) La cuantía máxima que pueden alcanzar estas ayu-
das no podrá superar el importe de 70,87 euros/m2/alquiler 
año, por vivienda.

b) A la reparación, rehabilitación y reconstrucción de 
las viviendas:

1) En los supuestos en que, como consecuencia del 
incendio forestal, se hubiera producido la destrucción 
total de la vivienda, sus propietarios, podrán ser benefi-
ciarios de una ayuda económica para su reparación, reha-
bilitación y reconstrucción, cuya cuantía quedará determi-
nada, en su límite máximo, por el 50 % del valor de los 
daños producidos según la tasación pericial efectuada o 
ratificada por el órgano competente de la Comunidad 
Autónoma, sin que en ningún caso el importe de dicha 
ayuda pueda ser superior al 40 % del precio de venta de 
una vivienda calificada de protección oficial de régimen 
especial, ubicada en la misma localidad que la vivienda 
destruida. A los efectos del cómputo de dicho precio de 
venta, se supondrá una superficie útil de la vivienda pro-
tegida de 90 metros cuadrados, sin trastero ni garaje.

2) Si la vivienda no hubiera resultado destruida, sino 
dañada, la cuantía máxima de la ayuda económica para 
su rehabilitación o reparación, bajo los mismos supues-
tos que los del párrafo anterior, será de 12.000 euros.

3) Podrán también ser beneficiarios de estas ayudas 
previstas para la reconstrucción, rehabilitación o repara-
ción de una vivienda siniestrada los que la ocuparan 
como residencia habitual, en calidad de usufructuarios o 
arrendatarios con contrato sometido a prórroga forzosa. 
En tal caso, a los efectos de su reconstrucción, rehabilita-
ción o reparación, resultará perceptor de la ayuda corres-
pondiente quien acredite ser propietario del inmueble. No 
obstante lo anterior, en el caso de comunidades de pro-
pietarios, por daños en elementos comunes, el perceptor 
de la ayuda será el representante legal de la comunidad 
de propietarios.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

Las subvenciones objeto de la presente Orden serán 
de aplicación a los términos municipales y núcleos de 
población determinados en el anexo de la Orden 
INT/2967/2006, de 25 de septiembre, por la que se deter-
minan los municipios a los que son de aplicación las 
medidas previstas en el Real Decreto-ley 8/2006, de 28 de 
agosto.

Artículo 3. Beneficiarios.

1. Podrán ser beneficiarios de las subvenciones refe-
ridas en el artículo 1:

a) Los propietarios, los usufructuarios o arrendata-
rios con contrato sometido a prórroga forzosa, siempre 
que la vivienda destruida o dañada tenga la condición de 
residencia permanente y habitual con anterioridad a la 
producción del siniestro.

b) Las Comunidades de Propietarios por daños en 
elementos comunes.

2. Los particulares que soliciten las ayudas deberán 
acreditar, por cualquier medio admisible en derecho, que 
reúnen los siguientes requisitos:

a) Tener su residencia en alguno de los términos 
municipales y núcleos de población determinados en el 
anexo de la Orden INT/2967/2006, de 25 de septiembre, 
por la que se determinan los municipios a los que son 
de aplicación las medidas previstas en el Real Decreto-
ley 8/2006, de 28 de agosto.

b) La vivienda siniestrada ha de constituir domicilio 
habitual del solicitante de las ayudas con anterioridad a la 
producción del incendio forestal.

c) Justificar, en su caso, el importe de los gastos 
generados por el arrendamiento que haya resultado nece-
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sario, como consecuencia de la inhabitabilidad de la 
vivienda destruida o dañada.

d) Reunir la condición de propietario, usufructuario 
o arrendatario en los términos que se determinan en el 
artículo 1.

e) Acreditar escasez de recursos económicos para 
hacer frente a los gastos objeto de las ayudas previstas en 
este artículo, mediante la aportación de la documentación 
acreditativa de sus ingresos y en los términos estableci-
dos en el artículo 16 del Real Decreto 307/2005, de 19 de 
marzo.

Artículo 4. Forma y plazo de presentación de solicitudes.

1. Las personas físicas a que se refiere el artículo 
anterior, deberán cumplimentar la correspondiente solici-
tud, de conformidad con el modelo normalizado y en el 
plazo determinado por la Consejería de Vivienda y Suelo 
de la Xunta de Galicia, acompañados de la documenta-
ción referida en el artículo anterior, de acuerdo con lo 
dispuesto en el Convenio de colaboración entre el Minis-
terio de Vivienda y la Comunidad Autónoma de Galicia 
para aplicación del Plan Estatal 2005-2008 para favorecer 
el acceso de los ciudadanos a la vivienda, firmado el 17 de 
enero de 2006.

2. La solicitud contendrá una declaración responsa-
ble de no hallarse en ninguno de los supuestos recogidos 
en el artículo 13.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones.

Artículo 5. Órganos competentes para la instrucción y 
resolución del procedimiento.

1. La instrucción del procedimiento se realizará por 
la Consejería de Vivienda y Suelo de la Xunta de Galicia, 
que realizará de oficio cuantas actuaciones estime nece-
sarias para la determinación, conocimiento y comproba-
ción de los datos en virtud de los cuales debe formularse 
la propuesta de resolución.

2. A los efectos previstos en los artículos 22.1 y 24.4 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Sub-
venciones, la Comisión Bilateral de Seguimiento, a que se 
refiere la cláusula quinta del Convenio de colaboración 
suscrito entre el Ministerio de Vivienda y la Comunidad 
Autónoma de Galicia para aplicación del Plan Estatal 
2005-2008 para favorecer el acceso de los ciudadanos a la 
vivienda, examinará y evaluará las solicitudes presenta-
das y emitirá un informe en el que se concrete el resul-
tado de la evaluación efectuada.

3. El órgano competente de la Consejería de Vivienda 
y Suelo de la Xunta de Galicia, a la vista del expediente y 
del informe de la Comisión Bilateral de Seguimiento for-
mulará la propuesta de resolución provisional, debida-
mente motivada, que se notificará a los solicitantes y se 
concederá un plazo de 10 días para presentar alegaciones, 
pudiéndose prescindir de este trámite de audiencia si no 
figuran en el procedimiento ni son tenidas en cuenta 
otros hechos, alegaciones o pruebas que las aducidas por 
los interesados, en cuyo caso la propuesta de resolución 
formulada tendrá el carácter de definitiva.

4. Examinadas las alegaciones formuladas, en su 
caso, por los interesados, se formulará propuesta de reso-
lución definitiva, que deberá expresar el solicitante o la 
relación de solicitantes para los que se propone la conce-
sión de la subvención, y su cuantía, especificando su eva-
luación y los criterios de valoración seguidos para efec-
tuarla.

5. La resolución de las solicitudes de subvención 
corresponderá a la Dirección General de Fomento y Cali-
dad de la Vivienda de la Consejería de Vivienda y Suelo de 
la Xunta de Galicia, una vez aprobada la propuesta de 
resolución definitiva, y de acuerdo con el artículo 89 de la 

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

6. El plazo para dictar resolución y para notificarla, 
será de tres meses. Una vez transcurrido dicho plazo sin 
haberse notificado resolución legítima a los interesados 
para entender desestimada por silencio administrativo la 
solicitud de concesión de la subvención.

Artículo 6. Financiación y pago de las ayudas.

1. Las ayudas excepcionales a que se refiere la pre-
sente Orden se concederán con cargo a la reserva no 
territorializada regulada en los artículos 78.c).2 y 83.3 del 
Real Decreto 801/2005, de 1 de julio, por el que se aprueba 
el Plan Estatal 2005-2008 para favorecer el acceso de los 
ciudadanos a la vivienda.

2. El pago de las ayudas por parte del Ministerio de 
Vivienda se realizará directamente a la Consejería de 
Vivienda y Suelo de la Xunta de Galicia, previa certifica-
ción por ésta del reconocimiento de las resoluciones de 
concesión de las subvenciones otorgadas.

Artículo 7. Compatibilidad con otras subvenciones.

1. La percepción de las subvenciones reguladas en 
esta Orden será compatible con la de otras subvenciones, 
ayudas, o ingresos para la misma finalidad, procedentes 
de cualesquiera Administraciones o entes públicos o pri-
vados.

2. Esta compatibilidad estará condicionada a que el 
importe de las subvenciones concedidas al amparo de la 
presente Orden no podrá superar, en ningún caso, la dife-
rencia entre el valor del daño producido y el importe de 
otras ayudas o indemnizaciones declaradas compatibles 
o complementarias que, por los mismos conceptos, 
pudieran concederse por otros organismos públicos, 
nacionales o internacionales, o correspondieran en virtud 
de la existencia de pólizas de aseguramiento.

Artículo 8. Justificación, comprobación y control.

1. La Consejería de Vivienda y Suelo de la Xunta de 
Galicia enviará al Ministerio de Vivienda los listados del 
sistema contable de las obligaciones de pago contraídas, 
con especificación de los beneficiarios de las ayudas otor-
gadas en virtud de la presente Orden, en el plazo de tres 
meses desde su realización.

2. Las ayudas estarán sometidas al régimen de con-
trol, reintegro y régimen sancionador previsto en los Títu-
los II, III y IV de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, Gene-
ral de Subvenciones.

3. Asimismo, se someterá a las obligaciones de com-
probación y control respecto a la gestión de los fondos 
que pueda efectuar dicha Administración, así como a cua-
lesquiera otros requerimientos de comprobación y con-
trol financiero que puedan realizar los órganos de control 
competentes, aportando cuanta información le sea reque-
rida para ello.

Disposición adicional única. Aplicación de las ayudas.

Se podrán acoger a las ayudas establecidas en la pre-
sente Orden, las solicitudes presentadas ante la Xunta de 
Galicia, en aplicación de la Orden de la Consejería de 
Vivienda y Suelo de la Xunta de Galicia, de 4 de septiem-
bre de 2006, siempre que se cumplan los requisitos ante-
riormente establecidos.
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Disposición final primera. Título competencial.

La presente Orden se dicta al amparo de lo dispuesto 
en el artículo 149.1.13 de la Constitución, que atribuye al 
Estado competencia exclusiva en materia de bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad 
económica.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 14 de febrero de 2007.–La Ministra de Vivienda, 
María Antonia Trujillo Rincón. 

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE CANARIAS

 3699 LEY 9/2006, de 11 de diciembre, Tributaria de la 
Comunidad Autónoma de Canarias.

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento 
de Canarias ha aprobado y yo, en nombre del Rey y de 
acuerdo con lo que establece el artículo 12.8 del Estatuto 
de Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la 
Ley 9/2006, de 11 de diciembre, Tributaria de la Comuni-
dad Autónoma de Canarias.

PREÁMBULO

La presente ley tiene por objeto fijar de manera sepa-
rada y permanente el marco legislativo del sistema tribu-
tario canario, estableciendo diversas especialidades sus-
tantivas y procedimentales de su régimen tributario 
privativo con respeto a la normativa estatal recogida en la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. Asi-
mismo se regulan determinados aspectos del ordena-
miento tributario canario adaptándolo a la citada ley.

En este sentido, la Ley Tributaria de la Comunidad 
Autónoma de Canarias se presenta como un conjunto de 
normas ordenado y coherente, conformando así un ver-
dadero cuerpo normativo, huyendo, por tanto, de la sim-
ple yuxtaposición de preceptos.

De este principio básico –presentar la ley que nos 
ocupa como un «corpus» sistemático-se deriva el conte-
nido de la misma, evitando en la medida de lo posible una 
mera copia de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, por innecesaria y porque esa ley ya tiene el 
alcance del artículo 149.1.1.ª, 8.ª, 14.ª y 18.ª de la Constitu-
ción. En consecuencia, todos los artículos de la presente 
ley contienen singularidades de gran interés para la 
Hacienda Canaria en general, y para la Administración 
Tributaria Canaria, en particular.

Las medidas recogidas en la ley suponen tres niveles 
de actuación en órdenes distintos sobre los que la Comu-
nidad Autónoma de Canarias tiene competencia. Dichos 
niveles coinciden con los títulos en los que se sistematiza 
la ley.

Así, el Título I, sobre «Disposiciones generales», 
recoge medidas tendentes a la fijación del ámbito de 
actuación de la Administración Tributaria Canaria y de la 
regulación general de los derechos tributarios de la 
Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Cana-
rias.

Se justifica en la necesidad de disponer de un texto de 
carácter permanente e independiente de esta materia res-

pecto de otros ámbitos de actuación de la Hacienda 
Pública no ligados a la materia tributaria, como lo son la 
presupuestaria, financiera, contabilidad e intervención. 
De esta forma, el texto va a regular, no sólo los principios 
básicos de actuación, con especial incidencia en el princi-
pio de reserva legal, tan relevante en el ámbito del Dere-
cho tributario, sino también la delimitación de competen-
cias de los distintos órganos.

En relación a la propia Administración Tributaria Cana-
ria, la ley establece su definición, su delimitación, y el 
ámbito de competencias de la misma, teniendo en cuenta 
que la citada Administración Tributaria Canaria no es un 
concepto nuevo acuñado por esta ley, sino que ya apa-
rece en las distintas normas de carácter autonómico y 
estatal que regulan los tributos propios y los derivados 
del Régimen Económico y Fiscal de Canarias.

Por último, también recoge el Título I la encomienda 
de actividades administrativas a los registradores de la 
propiedad y a empresas públicas cuyo capital es íntegra-
mente público, por considerarlos instrumentos efectivos 
para la aplicación de los tributos.

El Título II, dedicado a «Los principios generales de la 
aplicación de los tributos», regula medidas de gestión tri-
butaria.

En este nivel, se recogen tres subniveles de actuación 
en el ámbito de aplicación de los tributos integrantes del 
sistema tributario canario, sistematizándose el citado 
Título II en tres capítulos diferentes.

El Capítulo I, bajo la rúbrica «Información y asisten-
cia», se concreta en normas relativas a la regulación de 
diferentes aspectos de la citada actuación administrativa 
de asistencia e información a los contribuyentes; en este 
sentido, se recoge, como obligación por parte de la Admi-
nistración Tributaria Canaria, la difusión de textos actuali-
zados de aquellas normas tributarias con trascendencia 
en su ámbito de actuación, así como de las contestacio-
nes a consultas tributarias y resoluciones de los órganos 
económico-administrativos de mayor trascendencia y 
repercusión. Asimismo, destaca la regulación de la infor-
mación con carácter previo a la adquisición o transmisión 
de bienes inmuebles, y el carácter vinculante de la 
misma.

El Capítulo II está dedicado a la «Colaboración social 
en la aplicación de los tributos», cuya base se encuentra 
en el artículo 92 de la Ley General Tributaria, que incluye 
la necesidad de disponer de la habilitación imprescindible 
para establecer determinadas obligaciones formales. 
Destaca en este aspecto, la regulación de la obligación de 
información, así como los términos de la misma, a la que 
están sometidos los registradores de la propiedad y los 
notarios con destino en el ámbito territorial de la Comuni-
dad Autónoma de Canarias.

El Capítulo III, «De los procedimientos tributarios», 
recoge una serie de preceptos en los que se regulan 
determinadas especialidades de los mencionados proce-
dimientos, que afectan, entre otras, a las siguientes mate-
rias:

Recaudación y extinción de deudas tributarias y san-
ciones. En este caso, resulta de especial interés, en rela-
ción a los artículos incluidos en este capítulo, lo dispuesto 
en la disposición adicional primera de la presente ley, en 
la medida que extiende lo previsto para los tributos en el 
citado capítulo al resto de los derechos económicos de 
naturaleza pública cuya titularidad corresponda a la 
Administración Pública de la Comunidad Autónoma de 
Canarias.

Regulación de la comprobación de valores en el 
ámbito del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados, Impuesto sobre Sucesio-
nes y Donaciones e Impuesto General Indirecto Canario.

Registros y censos de carácter fiscal, destacando, por 
un lado, el Registro Fiscal de Valores Inmobiliarios en 


